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Rama Judicial del Poder Público  

Juzgado Primero Civil Municipal en Oralidad 

Valledupar - Cesar  

 

Rad. 20001-40-03-001-2016-00169-00. 

 

Valledupar, Dieciocho (18) de Agosto de Dos Mil Veintiuno (2021) 

 

Referencia. Proceso Verbal de Pertenencia por Prescripción Extraordinaria Adquisitiva de 

Dominio.   

Demandante: Pedro Plata Pabón.  

Demandado: Sorcelina Sánchez de Blanco y Otros.   

 

Asunto.  

 

En atención al memorial que antecede y de conformidad con el poder allegado, téngase 

al Doctor DIEGO ARMANDO CABALLERO identificado con cédula de ciudadanía Nº 

77.094.805., y portador de la T.P. N.º 274.204 del C. S. de la J. como apoderado judicial 

de la parte demandada en el presente asunto, para los términos y fines del poder a él 

conferido. En consecuencia, téngase por revocado el poder conferido por el demandante 

al Doctor JOSE ALBERTO SAADE MEJIA. 

 

Ahora bien, teniendo en cuenta el memorial obrante en el plenario y en atención a su 

solicitud, el despacho procede a aplazar la diligencia de inspección judicial programada 

para el día 19 de Agosto de  Dos mil Veintiuno (2021) a las 09:00 am, para la práctica de 

la inspección judicial sobre el bien inmueble, predio rural denominado “CAMPO ALEGRE”, 

ubicado en la vereda de Azúcar Buena, paraje de tierras nuevas, jurisdicción del municipio 

de Valledupar, identificado con Matricula Inmobiliaria N° 190-11630 de la Oficina de 

Registro de Instrumentos Públicos de Valledupar, con el fin de verificar los hechos 

relacionados en la demanda y constitutivos de la posesión alegada por el demandante 

como también la instalación adecuada de la valla o del aviso, conforme a lo dispuesto por 

el numeral 3 del artículo 14 de la Ley 1561 de 2012.   

 

Previo a entrar el despacho a fijar nueva fecha para llevar a cabo la ya mencionada 

diligencia, se requiere a la parte demandante  para que acredite, si el lugar cuenta con 

las condiciones, técnicas y tecnológicas a fin de poder desarrollar la Diligencia de 

Inspección Judicial que se programe, en caso de que el territorio o alguna otra causa  

impida su práctica acorde a lo establecido en el articulo 171 del C.G.P., el despacho 

entrará comisionar a otro servidor público que realice las diligencias necesarias que 

permitan la eventual colecta de pruebas, tal como lo establece el artículo 37 ibidem, para 

lo cual se concede el término de tres (3) días para que se allegue la información requerida.   

  

 

 
Notifíquese y Cúmplase. 
 
La Juez, 
 

 
 
 
MAG. 
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República De Colombia 

 
Distrito Judicial de Valledupar 

Juzgado Primero Civil Municipal de Oralidad 
Valledupar- Cesar.  

 
Rad. 20001-40-03-001-2021-00352-00. 

 
Valledupar, Dieciocho (18) de Agosto de Dos Mil Veintiuno (2021) 

 

Referencia. Proceso de Ejecución Pago Directo Garantía Mobiliaria.  

Acreedor garantizado: Banco de Occidente S.A. 

Deudor Garante: Lucena Orozco Daza. 

Asunto. 

 

Una vez revisados los documentos acompañados a la Acción de Pago Directo presentada 

por BANCO DE OCCIDENTE S.A. persona jurídica identificada con Nit No 890.300.279-4 

Representada legalmente por ALFREDO CANTILLO VARGAS, a través de apoderado judicial, 

con ocasión al incumplimiento del contrato de prenda sin tenencia de garantía inmobiliaria 

prioritaria de adquisición por parte del deudor LUCENA OROZCO DAZA identificada con 

cédula de ciudadanía No 27.004.853, de conformidad con lo establecido en el numeral 2 

del artículo 2.2.2.4.2.3. del Decreto 1835 de 2015, este despacho; 

Resuelve: 

 

PRIMERO-. Admitir la demanda especial de Aprehensión y Entrega de Garantía Mobiliaria 

seguido por BANCO DE OCCIDENTE S.A., persona jurídica identificada con Nit No 

890.300.279-4 Representada legalmente por ALFREDO CANTILLO VARGAS, a través de 

apoderado judicial, contra el deudor demandado LUCENA OROZCO DAZA identificado con 

cédula de ciudadanía No 27.004.853. 

 

SEGUNDO-. En consecuencia de lo anterior, ordénese a la POLICIA NACIONAL la aprehensión 

y entrega a BANCO DE OCCIDENTE del vehículo automotor de propiedad de la señora 

LUCENA OROZCO DAZA, automotor identificado con las siguientes características: 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

TERCERO-. Ordénese a la Policía Nacional la inmovilización del vehículo automotor descrito 

en el numeral anterior, poniéndolo a disposición de la parte demandante y proceda a 

efectuar el traslado del mismo a los parqueaderos PATIO LA PRINCIPAL BOGOTÁ SAS, que 

tiene el establecimiento denominado PATIOS BODEGA 9, Ubicado en la carrera18 No. 30 – 

48 del municipio de Bosconia – Cesar, de conformidad con lo anterior. Líbrese el oficio 

correspondiente.  

 

CUARTO-. Ordénese al demandante que cumpla con la carga procesal de notificar a la parte 

demandada en el proceso de la referencia, de conformidad con el artículo 8 del Decreto 

806 de 2020. 

 

QUINTO-. Reconózcasele personería jurídica al Doctor CARLOS OROZCO TATIS identificado 

con cédula de ciudadanía No 73.558.798 y T.P. Nº 121.981 del C.S.J, para actuar como 

MODELO 2019 MARCA SUZUKI  

PLACAS FOL345 LINEA VITARA ALL-GRIP AT  

SERVICIO PARTICULAR CHASIS TSMYE21SXKM480819 

COLOR NEGRO 

COSMICO 

PERLADO 

MOTOR  M16A-2252456 



apoderada judicial de la parte demandante en el presente asunto, conforme al poder a él 

conferido. 

 

Notifíquese y Cúmplase. 

 

La Juez, 

 

 
MAG.  
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República De Colombia 

 
Rama Judicial del Poder Público  

Juzgado Primero Civil Municipal en Oralidad 
Valledupar - Cesar  

 
Rad. 20001-40-03-001-2021-00354-00. 

 
Valledupar, Dieciocho (18) de Agosto de Dos Mil Veintiuno (2021). 

 
Referencia: Proceso Declarativo de Restitución Tenencia. 
Demandante: Banco Davivienda S.A. 
Demandado: Dainne Enrique Oñate de Avila.  
 

Asunto: 
 

De conformidad con lo preceptuado en los artículos 384, 391 del C.G.P. y cumplidas 
las exigencias establecidas en los artículos 82 y 84 Ibidem, este despacho: 

 
Resuelve: 

 
PRIMERO-. Admitir la presente demanda Declarativa de Restitución de tenencia, 

promovida por BANCO DAVIVIENDA S.A. persona jurídica identificada con Nit No 

860.034.313-7 Representada legalmente por WILLIAM JIMENEZ GIL, a través de 

apoderado Judicial, en contra de DAINNE ENRIQUE OÑATE DE AVILA identificado 

con cédula de ciudadanía No 7573526. 

 

SEGUNDO-. Córrase traslado de la demanda y sus anexos a la parte demandada, 

por el término de Veinte (20) días, según lo establecido en el artículo 369 del 

C.G.P. 

 

TERCERO-. Ordenase al demandante que cumpla con la carga procesal de notificar 

a la parte demandada en el proceso de la referencia, de conformidad con lo normado 

en el decreto 806 de 2020. 

 

CUARTO-. Reconózcasele personería jurídica a la Doctora CLAUDIA MERIÑO AVILA 

identificada con cédula de ciudadanía No 49.761.829 y T.P. Nº 311.856 del C.S.J., 

para actuar como apoderada judicial de la parte demandante en el presente 

asunto, para los fines y términos en que viene el poder a él conferido. 

 

QUINTO-. Téngase como dependientes judiciales de la Doctora CLAUDIA MERIÑO 

AVILA al estudiante de derecho JEISON CALDERA PONTON identificado con cédula 

de ciudadanía No 1.065.830.010, teniendo en cuenta la certificación que en tal 

sentido emitió la Universidad Popular Del Cesar, como también a la Doctora SOL 

YARINA ALVAREZ identificada con cédula de ciudadanía No 10656328555 y T.P. No 

280086 del C.S.J., para que atiendan los asuntos atinentes al proceso en atención 

a la autorización aportada con la demanda.  

 

Notifíquese y Cúmplase. 
 
La Juez, 

 
MAG.  
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República de Colombia 

 
Distrito judicial de Valledupar. 

Juzgado Primero Civil Municipal en Oralidad. 
Valledupar-Cesar.  

 
Radicado: 20001-40-03-001-2021-00363-00. 

 
Valledupar, Dieciocho (18) de Agosto de Dos Mil Veintiuno (2021) 

 

Referencia: Proceso de Ejecución de Pago Directo de Garantía Mobiliaria.  
Demandante: RCI Colombia Compañía De Financiamiento.  
Demandado: Kelly Johana Bobadilla Moreno. 
 

Asunto.  
 

Del estudio hecho al proceso de la referencia, pretende la parte demandante en 

calidad de avalista de la prenda del bien sometido al presente trámite, que se 

ordene la aprehensión del vehículo de propiedad de la parte demandada y 

prendado a favor de RCI Colombia Compañía De Financiamiento, con ocasión al 

crédito suscrito con la ejecutada por la suma de $34.293.000., en virtud de ello 

procede el despacho a pronunciarse respecto a su adminisibilidad, en los siguientes 

términos.  

 

De acuerdo a lo anteriormente anotado, se observa que la suma de las  

pretensiones no supera los (40) salarios mínimos mensuales legales vigentes, es 

decir no excede el valor de TREINTA Y SEIS MILLONES  TRESCIENTOS CUARENTA Y 

SEIS MIL NOVECIENTOS VEINTE PESOS ($36.340.920) que se requiere para dar 

trámite como proceso de menor cuantía, considerando en consecuencia este  

despacho no ser  competente para adelantar el conocimiento del asunto, ya que  

al tiempo de la presentación de la demanda, las pretensiones estaban por debajo 

de la cuantía  contemplada en los artículos 25 y 26 del CGP, por lo que tiene el 

carácter de mínima cuantía. 

 

Así mismo este operador judicial ampara su decisión, a la luz del artículo 17 del 

CGP, donde se determina la competencia de los jueces civiles municipales en única 

instancia, disposición que a la letra reza:  

 

Los jueces civiles municipales conocen en única instancia: (1). De los procesos 

contenciosos de mínima cuantía.  – atendiendo al tenor literal del artículo 

precedente se podría concluir que efectivamente este despacho es el competente 

para conocer del asunto, sin embargo, el parágrafo del mismo artículo 17, 

expresamente trae la siguiente excepción así: 

 

Parágrafo. Cuando en el lugar exista juez municipal de pequeñas causa y 

competencia múltiple, corresponderán a este los asuntos consagrados 

numerales 1,2, y 3. 

 

De lo anterior se puede advertir como con la creación los juzgados de pequeñas 

causas y competencia múltiple, se desplazaron las competencias de los juzgados 

civiles municipales con respecto las controversias de mínima cuantía.  

 



En vista de que el proceso en comento encuadra perfectamente en los procesos de 

mínima cuantía, ya que no supera los 40 SMLMV, y que con la vigencia del Código 

General Del Proceso comenzaron a funcionar a partir del primero de enero de 2016 

en Valledupar Cesar, los juzgados de pequeñas causas y competencia múltiple, se 

establece que esta judicatura perdió competencia para conocer del asunto de 

marras.  

 

Debe precisar el Despacho que a través del Acuerdo No. CSJCEA17-220 de fecha 05 

de abril de 2017, “por medio de la cual se desconcentran los Juzgados Primero y 

Segundo de Pequeñas Causas y Competencia Múltiple de Valledupar” el Consejo   

Seccional de la Judicatura dispuso:  

 

“ARTICULO PRIMERO: Desconcentrar la competencia del Juzgado Primero de 

Pequeñas Causas y Competencia Múltiple de Valledupar, el cual tendrá 

competencia de los procesos cuyos demandados residen en los barrios y/o 

asentamientos que conformar la Comuna No.4 de Valledupar. 

 

ARTICULO SEGUNDO:  Desconcentrar la competencia del Juzgado Segundo de 

Pequeñas Causas y Competencia Múltiple de Valledupar, el cual tendrá 

competencia de los procesos cuyos demandados residen en los barrios y 

asentamientos de la Comuna 5 de Valledupar a excepción de los barrios 

clasificados en estratos 4, 5 y 6, señalados en la parte motiva de este Acuerdo. 

 

Posteriormente, a través del Acuerdo CSJCEA17-234 de fecha 05 de Julio de 2017, 

por el cual se aclara el Acuerdo antes mencionado, el Consejo Seccional de la 

Judicatura del Cesar, dispone:  

 

ARTICULO   PRIMERO: Aclarar el Acuerdo No. CSJCEA17-220 del 05 de abril de 

2017, en el sentido de asignar a los Juzgados 1 y 2 de pequeñas Causas y 

Competencias Múltiples de Valledupar, la competencia establecida en el 

parágrafo del artículo 17 del Código General del Proceso, respecto de las comunas 

desconcentradas del Municipio de Valledupar, en dicho Acuerdo. 

 

ARTICULO SEGUNDO: Aclarar que los asuntos establecidos en el artículo   17 del 

C.G.P. que no correspondan a esas Zonas Geográficas del Municipio de Valledupar 

asignadas a los Juzgados 1 y 2 de Pequeñas Causas y Competencias Múltiples de 

Valledupar, corresponderán previo reparto del Centro de Servicios de los Juzgados 

Civiles y Familia de Valledupar a los Juzgados Primero, Segundo, Tercero, Cuarto, 

Quinto, Sexto, Séptimo y Octavo Civiles Municipales de Valledupar. 

 

Pese a lo anterior, para este Despacho judicial es claro que si bien a través de los  

acuerdos en mención el Consejo Seccional de la Judicatura  trata de dar alcance 

al artículo 22 de la Ley 270 de 1996, modificado  por el artículo 8 de la Ley 1285 

de  2009, en su inciso  3 y ss, al tiempo que se encuentra facultada para  realizar 

la distribución en sedes desconcentradas  y definir las distintas localidades y 

comunas en las que  funcionaran  los  Jueces de Pequeñas Causas y  Competencias 

Múltiples, de  conformidad con el Acuerdo  No. PSAA16-10561,  no es menos cierto,  

que  ello  no  implica la alteración de una competencia que  viene dada por  el 

legislador, sin dubitación alguna, a los Juzgados de Pequeñas Causas y  

competencias múltiples, en lo  referente a los procesos de mínima cuantía., por 

cuanto  se ha dicho  por el  legislador  que existiendo los juzgados en mención en 



el respectivo  lugar, a ellos corresponde conocer los  procesos contemplados en los  

numerales 1, 2 y 3 del Art.17 del C.G.P., lo cual se cumple para el caso, por cuanto 

además,  dichos Despachos  Judiciales en la ciudad de Valledupar, no  funcionan 

en la comuna o localidad que les fue asignada, sino en el lugar que según los 

acuerdos  cuestionados correspondería conocer de procesos de mínima cuantía a 

los  jueces civiles municipales.   

 

La Corte Constitucional en Sentencia C-713 del 2008, expuso  lo  siguiente:  

 

“En cuanto a la referencia a los juzgados de pequeñas causas y competencia 

múltiple y la distribución geográfica de los despachos judiciales (incisos 3º, 4º, 5º 

y 6º del artículo 8 del proyecto), la Corte considera que dicha regulación no 

contraría la Constitución. De un lado, porque simplemente se hace mención a una 

categoría de jueces prevista en la ley. De otro, porque la distribución geográfica 

busca garantizar un mayor acceso a la administración de justicia, especialmente 

en los municipios alejados de los centros urbanos y de las zonas populosas, o 

distantes de las grandes ciudades, sin alterar las reglas generales de competencia 

previstas en la legislación ordinaria.  

  

Tampoco desconoce la Constitución la posibilidad de existencia de juzgados 

promiscuos para el conocimiento de procesos civiles, laborales, penales y de 

familia, cuando el número de asuntos así lo amerite, pues ello atiende los 

principios de eficacia de la administración de justicia y eficiencia en el manejo de 

los recursos públicos. 

  

Así mismo, las disposiciones contenidas en el artículo bajo examen pretenden 

garantizar el funcionamiento “desconcentrado” de la justicia, cumpliendo así lo 

dispuesto en la parte final del artículo 228 de la Constitución. En este sentido, la 

Corte advierte una inexactitud en el inciso tercero del proyecto, cuando hace 

referencia a la localización “descentralizada” de los jueces de pequeñas causas, 

pues en realidad se trata de una localización “desconcentrada”. 

  

Debe precisarse que la autorización para la distribución geográfica de despachos 

judiciales no implica alterar las reglas generales de competencia previstas en la 

legislación ordinaria, ni puede dar lugar a conflictos de competencia por este 

motivo, pues la nueva regulación simplemente pretende facilitar el acceso a la 

justicia sin introducir cambios respecto de la competencia territorial de las 

autoridades judiciales. 

  

Ahora bien, sobre la facultad del Consejo Superior de la Judicatura para que cierta 

parte de los juzgados funcionen en sedes distribuidas geográficamente en las 

distintas localidades y comunas de la respectiva ciudad, no vulnera la Constitución 

en cuanto responde al principio de desconcentración de la justicia y al principio 

de igualdad en el acceso a la administración de justicia, desechando preferencias 

contrarias al concepto de justicia Al respecto la Corte ha considerado: 

  

“Así, de modo expreso el artículo 228 de la Constitución estipula que el 

funcionamiento de la administración de justicia será desconcentrado, lo cual 

supone que, a menos que se trate de los tribunales que encabezan las 

jurisdicciones y cuyas decisiones tienen por ámbito territorial el de toda la 

República de conformidad con lo que la misma Carta dispone, no es dable al 



legislador concentrar la totalidad de las competencias en cualquier campo en 

cabeza de un solo juez o tribunal. 

  

En particular, en lo que concierne al aspecto territorial, las competencias de los 

jueces y corporaciones deben ser distribuidas en sitios diversos de la República, 

de tal modo que todos los habitantes, independientemente de la zona en que 

residan, puedan acudir, en condiciones similares, a los estrados judiciales. Ello 

evita que la sede territorial del único tribunal competente para determinado 

asunto convierta el acceso a la justicia en un privilegio solamente reservado a 

quienes viven en ese lugar. 

  

Se asegura en tal forma la igualdad de oportunidades en el acceso a la 

administración de justicia, desechando odiosas preferencias, contrarias al 

concepto mismo de justicia. Luego cuando la ley, sin motivo plausible, asigna la 

totalidad de una determinada competencia a las autoridades judiciales de una 

sola localidad, pese a que los conflictos que reclaman definición tienen ocurrencia 

en cualquier parte del territorio, favorece injustificadamente a los residentes en 

aquélla, en detrimento de quienes habitan en otros puntos de la geografía 

nacional. Con ello se vulnera el derecho a la igualdad (art. 13 C.P.) y se obstruye 

el libre acceso a la administración de justicia (art. 229 C.P.), ocasionando inclusive 

costos no repartidos equitativamente entre los asociados. 

  

Eso mismo ocasiona la discriminación entre personas, carente de todo fundamento 

real y jurídico y sólo con apoyo en un factor territorial que no puede ser más 

importante, a los ojos del Estado, que el adecuado y oportuno uso, por parte de 

todas las personas, de los instrumentos institucionales para ejercer los derechos 

que la administración de justicia está llamada a garantizar”. 

 

Todas las razones expuestas, llevan a este Despacho a apartarse del contenido de 

los acuerdos en cita, y dar aplicación a una norma de carácter procesal y regida 

por el principio de legalidad. 

 

En este estado de las cosas y a fin de dar el trámite correspondiente a la luz del 

tercer inciso del artículo 90 y del primer inciso del artículo 139 del CGP, es del 

caso rechazar de plano la presente demanda y remitirla a la Oficina de Apoyo de 

los Juzgados Civiles y de Familia de Valledupar, con el fin que sea repartida al juez 

competente, entre los Juzgados de Pequeñas Causas y Competencia Múltiple de 

Valledupar. 

 

Corolario con lo expuesto, el Juzgado Primero Civil Municipal en Oralidad de 

Valledupar; 

 

Resuelve: 

 

PRIMERO: RECHAZAR la demanda del epígrafe por carecer este Despacho de 

competencia para conocer de la misma, de conformidad con lo dispuesto en el 

artículo 90, 139 y 17 del C.G.P., numeral 1 y PARAGRAFO. 

 

SEGUNDO: REMITANSE por secretaría las presentes diligencias junto con sus 

anexos a la Oficina de Apoyo de los Juzgados Civiles y de Familia a fin de que esta 

demanda sea sometida a reparto al juez competente entre los Juzgados 



Municipales de Pequeñas Causas y Competencia Múltiple, Ofíciese por Secretaría 

en tal sentido. 

 

Notifíquese y Cúmplase. 

 

La juez,  

 

 

MAG.   
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